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SEGUNDO INFORME DE LA COMISION DE MINERIA recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre modificación del artículo 163 del Código del ramo.

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Minería tiene el alto honor de informaros acerca de las indicaciones presentadas al proyecto de ley individualizado en el rubro.


En sesión del día 28 de Abril del año en curso, la Sala trató en general y particular el aludido proyecto, por haberse iniciado como iniciativa de artículo único. Dado que al momento de debatirse la materia se presentaron diversas indicaciones, el Senado lo aprobó en general y lo envió a vuestra Comisión para nuevo informe.


No obstante, en sesión de 5 de Mayo, la Sala rectificó su primitivo acuerdo, resolviendo que el proyecto volviera a esta Comisión para segundo informe.


A la sesión en que vuestra Comisión estudió la materia sometida a su conocimiento, concurrieron, especialmente invitados, los Profesores de Derecho de Minería señores Carlos Ruiz Bourgeois y Juan Luis Ossa Bulnes.

o o o


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 106 del Reglamento, se debe dejar constancia de lo siguiente:


I
Artículos que no fueron objeto de indicación: Ninguno.


II
Indicaciones aprobadas: Las números 1, 2, 5 y 6.


III
Indicaciones aprobadas con modificaciones: Ninguna.

IV Indicaciones rechazadas: Las números 3 y 4.


V Indicación retirada: La número 7.

o o o


Vuestra Comisión debatió extensamente las indicaciones sometidas a su consideración. A continuación comentaremos, brevemente, dicho debate, en el orden del articulado del proyecto aprobado en general.


Artículo único.


Este artículo se refiere a la distribución, entre las distintas Regiones y Comunas dentro de cuyo territorio existan concesiones mineras, de una cantidad igual a la que el Estado perciba por concepto de las patentes mineras de amparo de dichas concesiones. 

Los Honorables Senadores señora Frei y señores Calderón, Núñez, Papi, Pérez y Thayer formularon indicación (Nº 1) para agregar una coma (,) después de la expresión "concesiones mineras".


Vuestra Comisión, unánimemente, aprobó esta indicación, por estimar que perfeccionaba la redacción del artículo.


Asimismo, los Honorables Senadores señora Frei y señores Calderón, Núñez, Papi, Pérez y Thayer formularon indicación (Nº 2) para intercalar, entre las palabras "Código de Minería," y "se distribuirá", lo siguiente: "que no constituyen tributos,". El Honorable Senador señor Alessandri suscribió esta indicación en el seno de la Comisión.

Vuestra Comisión consultó a los Profesores invitados sobre si –según su opinión- las patentes mineras de amparo constituyen tributos.


Al respecto, el Profesor Ruiz Bourgeois expresó que todos los Profesores de la Cátedra de Derecho de Minería, unánimemente, están de acuerdo en que la patente minera no es un tributo.


Añadió que tomó contacto con los Profesores de Derecho Tributario de la Escuela de Derecho de la Universidad de Chile –en especial con el Profesor Rodemil Morales- con el objeto de obtener una definición, lo más acabada posible, del concepto de "tributo". Aunque existen diversas opiniones al respecto (algunas de las cuales fueron consignadas en el primer informe de vuestra Comisión), en todas hay elementos comunes. La definición más aceptada está contenida en el denominado "Código Tributario Modelo", ya aprobado por varios países latinoamericanos. El Código uruguayo, inspirado en aquél, dice, en su artículo 10: "Tributo es la prestación pecuniaria que el Estado exige, en ejercicio de su poder de imperio, con el objeto de obtener recursos para el cumplimiento de sus fines.". Este concepto, añadió, es el normalmente aceptado por los Profesores y especialistas de Derecho Tributario.

En la Cátedra, agregó, este tema se analiza como parte del programa de Derecho de Minería, oportunidad en que se enseña a los alumnos que la patente minera de amparo no es un tributo porque, entre otras razones, no persigue procurar fondos al Estado, sino que tiene por finalidad obligar a que las concesiones mineras sean trabajadas. En el caso de las concesiones de exploración, que se exploren; y en las de explotación, o pertenencias, que se exploten.


Agregó que la experiencia habida en cuanto a sistemas directos que tiendan al objeto señalado, no ha sido feliz.


Nuestra legislación, añadió, nunca había llevado este tema al nivel constitucional. No obstante, en el texto de la Constitución de 1.980 quedó incorporado, como producto de las discusiones habidas en el seno de la Subcomisión de Derecho de Propiedad de la Comisión Redactora del texto de la Carta Fundamental. Curiosamente, el tema general del derecho de propiedad se analizó partiendo de la propiedad minera, dado que en ésta se cumple más cabalmente la función social del dominio. Ello, porque las concesiones mineras no se otorgan por razones baladíes, sino para que sean trabajadas.

Uno de los puntos que más se discutió fue el de la forma de lograr ese propósito: que las concesiones de exploración se exploren, y que las de explotación se exploten. De ahí nació el actual texto constitucional, que en el inciso séptimo del número 24º del artículo 19, preceptúa: "La concesión minera obliga al dueño a desarrollar la actividad necesaria para satisfacer el interés público que justifica su otorgamiento. Su régimen de amparo será establecido por dicha ley" (se refiere a la orgánica constitucional que debía regular la duración y los derechos y obligaciones relativos a la concesión minera) "tenderá directa o indirectamente a obtener el cumplimiento de esa obligación y contemplará causales de caducidad para el caso de incumplimiento o de simple extinción del dominio sobre la concesión.".

Ahora bien, la ley número 18.097, Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras, en cumplimiento del mandato constitucional, estableció, como único sistema de amparo, uno indirecto: el del pago de la patente de amparo.

Hubo consenso en la Subcomisión, agregó, en que la patente de amparo no era un tributo, ya que entre ambas existen varias diferencias. Una, ya comentada, es la de que la patente no tiene por objeto allegar fondos al Estado, sino que, indirectamente, persigue que las concesiones se trabajen. Otra diferencia consiste en que la patente de amparo no da al Estado el derecho de prenda general que le otorgan los tributos, ya que sólo puede hacerse efectiva en la concesión misma. A vía de ejemplo, expresó el señor Ruiz Bourgeois, si alguna persona no paga las contribuciones de bienes raíces, el Estado puede embargarle su cuenta corriente bancaria, o un automóvil, una casa, etcétera. En materia minera, en cambio, el único modo en que el Estado puede perseguir el pago de la patente de amparo es en la concesión misma, mediante el remate de ésta en un procedimiento ejecutivo de cobro. 

Cabría señalar, añadió, que en los Códigos de 1.930 y de 1.932 el no pago de dos patentes consecutivas hacía caducar, por el sólo ministerio de la ley, la concesión desamparada y ésta se extinguía. Resulta absurdo suponer que si no se pagan dos cuotas consecutivas de contribuciones, pueda desaparecer el dominio del dueño sobre el respectivo inmueble, y, más aún, desaparecer el inmueble mismo.

El profesor Ossa Bulnes acotó que esta diferenciación entre tributo y patente viene desde muy antiguo. En efecto, el rey de España Carlos III, en 1.783, en las Ordenanzas de Nueva España, que rigieron en Chile hasta 1.874, y que son la base de la actual legislación, establecía respecto de la concesión minera:

"Esta concesión se entiende bajo dos condiciones: la primera que hayan de contribuir a mi real hacienda la parte de metales señalada;" (es decir, el pago del respectivo impuesto) "y, la segunda, que hayan de labrar y disfrutar las minas cumpliendo lo prevenido en estas Ordenanzas," (en otras palabras cumpliendo con el requisito de amparo) "de tal suerte que se entiendan perdidas siempre que se falte al cumplimiento de aquéllas en que así se previniere, y puedan concedérsele a otro cualquiera que por este título las denunciare.".

El Profesor Ruiz Bourgeois añadió que su hermano Julio, en su obra Derecho Minero Chileno, partiendo de la norma recién indicada, deducía lo siguiente, a la letra:

"La primera parte de la disposición transcrita que establece la obligación de "contribuir a la real hacienda con la parte de metales señalada", no importa, en realidad, un canon o patente para el amparo de la propiedad, sino que un impuesto que gravaba a la industria minera, el cual se encontraba en la Ordenanzas 2ª. y siguientes hasta la 13ª de las del Nuevo Cuaderno y en las Leyes del Título 10, del Libro IX de la Recopilación de Indias, derogadas por Decreto Supremo de 18 de enero de 1826.

En la segunda parte de la norma la que establece el amparo por el trabajo para las concesiones mineras, bajo sanción de pérdida o caducidad de ellas.".


Se concluye, en consecuencia, que una cosa es el tributo y, otra, el sistema de amparo.

Continuó el Profesor Ruiz Bourgeois expresando que el sistema de amparo ideal es el de producción mínima, pero que, desgraciadamente, resulta inaplicable. En efecto, para que operara, sería necesario que el candidato a concesionario cubicara la misma, atendido que tal producción tiene que ser proporcionada a la importancia del yacimiento. No resultaría lógico exigir una producción igual a un criadero como Chuquicamata que a una pequeña mina de cobre. Sin embargo, tal cubicación es carísima y no está al alcance de la enorme mayoría de los mineros, razón por la cual se prefirió un sistema de amparo indirecto, consistente en el pago de una patente anual por cada hectárea de concesión. El Código de 1.932, añadió, establecía para el carbón el amparo por producción mínima y, en la práctica, resultó un fracaso.

El Profesor Ossa Bulnes acotó que, si bien el texto constitucional aprobado no fue el propuesto por la Comisión Redactora de la Constitución, en esta parte ambas normas son prácticamente idénticas; y en las actas de dicha Comisión está claramente de manifiesto que el sistema de amparo debía tender directa o indirectamente a la actividad, y que una manera de tender indirectamente a ello es el sistema de la patente de amparo.

Añadió el Profesor Ruiz Bourgeois que se estudió el sistema de vincular -lo más estrechamente posible- la producción con la patente. Ello se logró estableciendo que, como el que trabaja su concesión genera impuesto a la renta, se pudiera deducir de este impuesto lo pagado por patente de amparo. Así, quien no produce, soporta el monto de la patente en su patrimonio; pero, a quien la trabaja, tal pago no lo grava, pues, como se ha dicho, lo deduce del impuesto al que está obligado. De ahí que sea tan importante que el acreedor de los impuestos y de las patentes sea el mismo: el Estado. Esta circunstancia, obviamente, no confiere a la patente el carácter de tributo, ni vice versa.

Como quedó constancia en el primer informe, vuestra Comisión concuerda plenamente con esta opinión. Así, si alguien tiene dado un dinero en depósito a otra persona y, más tarde, le adeuda una renta de arrendamiento, bien puede pedir a su acreedor que se pague de tal renta con los fondos en depósito, sin que esto transforme el depósito en arrendamiento, ni a éste en aquél. Lo único común es que, en ambos casos, se trata de dinero, y hay identidad de acreedor y de deudor.

Terminó el Profesor Ruiz expresando que concuerda plenamente con lo expresado por vuestra Comisión, respecto de la calidad jurídica de la patente, en su primer informe, donde, además de la opinión expresada en sus libros por los Profesores presentes, se consignó la opinión concordante del Profesor Samuel Lira Ovalle. A esto cabría añadir que idéntico punto de vista sostenía don Julio Ruiz Bourgeois y el Profesor Armando Uribe Herrera, quien, en su Manual de Derecho de Minería, dice, textualmente:

"La patente minera no es impuesto ni contribución.- Refiriéndonos al amparo mediante el pago de la patente anual, es importante dilucidar si la patente es impuesto o contribución.


Sostenemos que no se trata de tal cosa, sino simplemente de la manera de dar cumplimiento a la condición impuesta por la ley a la vigencia del dominio minero. Hacemos tal afirmación porque el fin u objeto de la patente minera no es procurar recursos al erario nacional o municipal, que es lo que caracteriza a la contribución, sino que el que hemos dejado señalado: dar cumplimiento a la condición resolutoria del dominio minero. Podemos todavía agregar, para afianzar nuestra idea, que el no pago de una contribución compromete todos los bienes del deudor moroso; en cambio, el no pago de la patente minera compromete sólo el bien pertenencia del deudor.".

El Profesor Ossa Bulnes inició su exposición expresando que concordaba irrestrictamente con lo expuesto por el Profesor Ruiz Bourgeois, en lo relativo a la naturaleza jurídica de la patente minera. Existe, añadió, una rara unanimidad entre los distintos juristas que han estudiado el tema. Rara, porque no es habitual que sobre un punto de derecho no haya tan siquiera una opinión discrepante en la doctrina. Todos concuerdan en que la patente minera de amparo no es un tributo.

Sostengo, añadió, que tal patente es una prestación sui géneris, que constituye la expresión material de la obligación de amparo. Su pago representa el ánimo de conservar la concesión minera en el patrimonio de su titular. Reviste una naturaleza sui géneris porque, en verdad, ni siquiera es una "patente" propiamente tal, toda vez que su pago no se exige como requisito para ejercer una profesión o industria, que es el significado que el diccionario atribuye al vocablo patente. Tampoco es una tasa o derecho, porque no tiene contraprestación por parte del Estado. Pero tampoco es un impuesto o contribución, ya que su finalidad principal no es facilitar recursos al erario y, por otro lado, su falta de pago no compromete todos los bienes del deudor, sino tan sólo la concesión desamparada.

Como requisitos indiscutidos de todo impuesto o contribución, existen, a lo menos dos:

Primero, allegar recursos al Estado para que éste pueda cumplir sus fines.

No es el caso de la patente minera.


Segundo, que exista imperio del Estado, es decir, que éste pueda ejercer, coactivamente, el derecho a obtener dichos recursos de quien los adeude.


Tampoco es el caso de la patente, porque lo más que puede obtener el Estado es que se transfiere la concesión de unas manos a otras, o que ésta desaparezca, pero carece del derecho de prenda general, como lo tiene respecto de todos los impuestos o contribuciones, incluso respecto de la contribución de bienes raíces.

De modo, entonces, que el primer argumento consiste en que ni la definición, ni la naturaleza, ni los alcances de la patente minera de amparo, casan con la definición, naturaleza, alcances y efectos de los impuestos.


Un segundo argumento, ya señalado en el primer informe y en lo expuesto por el Profesor Ruiz Bourgeois, se funda en el desarrollo histórico de la institución de amparo. Desde Carlos III, e incluso más atrás, la Corona y, posteriormente, la República distinguen, en forma clarísima, entre lo que es el impuesto producto de la explotación de las minas, y la obligación de amparo, sea mediante el trabajo o la patente. Es esta última la manera que el constituyente autorizó para que se cumpla indirectamente la obligación de trabajar la concesión. Así, las Ordenanzas de Nueva España, los Códigos de Minería de 1.874, 1.888, 1.930, 1.932 y el actual, además de la Ley Orgánica Constitucional sobre Concesiones Mineras y el propio constituyente, demuestran que el amparo no es un tributo.


En tercer lugar, la historia de la ley y la jurisprudencia también confirman, agregó el Profesor Ossa Bulnes, lo que estoy sosteniendo.


En relación con la historia fidedigna del establecimiento de la ley, respecto del Código de Minería de 1.930, se señaló en el Congreso -a propósito del artículo 114, que es el antecedente inmediato del precepto correspondiente del Código actual- textualmente, lo siguiente:


“En la Comisión Mixta se rechazó una solicitud de 28 industriales que pedía la rebaja de $ 0,50 a $ 0,20 el monto de la patente de pertenencias no metalíferas. A propósito, dijo el señor Presidente de la Comisión que ya la Comisión Redactora había rebajado de $ 1 a $ 0,50, estas patentes en atención a esa solicitud. Agregó que este aspecto del proyecto tiene un interés puramente fiscal y que el Fisco tiene radicadas sus perspectivas de orden económico no en valor de la patente, sino en el de la explotación efectiva de la mina y en el beneficio que por concepto de contribución a la renta, habrá de reportarle esa misma explotación.”.


Este es -como se ve- un claro antecedente para el Congreso Nacional, ya que este mismo, el año 1.930, distinguió, claramente, entre el impuesto o contribución y la patente de amparo, señalando, para cada uno, finalidades distintas.


La jurisprudencia, añadió el Profesor Ossa, también nos acompaña en este punto. Hubo un juicio muy sonado en la década de 1.950. Se trataba, en síntesis, de que sobre ciertas patentes de pertenencias de Huasco se había establecido un recargo y las Municipalidades, en cuyo beneficio cedía, pretendieron su cobro ejecutivo, como si se tratara de la patente misma, en el procedimiento establecido para el cobro de ésta.


La Excelentísima Corte Suprema -por la vía de un recurso de queja, cuando tales recursos no eran corrientes, como ocurre hoy- se pronunció, estableciendo en un considerando del fallo, literalmente, lo siguiente:


“9º. Además de que, como se ha dicho, la misma ley ha denominado esas exacciones como tributos o impuestos, la finalidad con que fueran establecidas impiden considerarlas como el gravamen consultado en el artículo 114 del Código de Minería con la denominación de “patentes”, puesto que, como se ha expuesto en los considerandos 2º y 3º de la presente resolución, la patente tiene características bien precisas que impiden identificarla con un impuesto propiamente tal, como se ha explicado en esos considerandos;”.


En otras palabras, para la Excelentísima Corte Suprema, en un fallo que no ha sido desvirtuado por otros posteriores, la patente es una cosa y el impuesto, otra.


Finalmente, agregó el Profesor Ossa Bulnes, se ha dicho que la circunstancia de que se pueda imputar lo pagado por patentes de amparo al pago del impuesto a la renta, conferiría a ambos igual calidad jurídica. Este es un argumento un poco efectista, sin relevancia. Primero, porque el legislador es soberano para disponer tal imputación, sin que por ello se altere la naturaleza jurídica de las instituciones. Y, segundo, porque el legislador estaba forzado a hacerlo así por la propia Carta Fundamental, que dispone que el amparo debe tender, directa o indirectamente, a la explotación de las pertenencias; no habiendo otra vía de hacerlo que la de imputar el pago de la patente a lo adeudado por el impuesto generado por dicha explotación. Para que opere la correspondiente compensación basta con que ambas sean obligaciones pecuniaria entre los mismos sujetos. Por otra parte, tal compensación no es por vía contractual, sino que la autoriza e impone el legislador y, más aún, el constituyente. Esto último, por cuanto el decreto ley número 1.759, que estableció inicialmente la posibilidad de compensar, fue dictado por la Junta de Gobierno en uso del poder constituyente.


Vuestra Comisión, luego de agradecer a los Profesores invitados, por unanimidad, aprobó la indicación en análisis.


Por su parte, el Honorable Senador señor Díez formuló indicación (Nº 3) para reemplazar su encabezamiento, por el siguiente:


“El producto de las patentes de amparo de las concesiones mineras, a que se refieren los párrafos 1º y 2º del Título X del Código de Minería, se distribuirá, entre las Regiones y Comunas del país, en la forma que a continuación se indica:”.


Vuestra Comisión, en atención a que esta indicación resulta contradictoria con la precedentemente aprobada, por unanimidad, la rechazó.


El Honorable Senador señor Romero formuló indicación (Nº 4) para agregar una frase, al final de la letra a) y antes de la conjunción copulativa “y”, del siguiente tenor: “fondos que prioritariamente serán invertidos en Proyectos de Desarrollo de la provincia respectiva,”.


Vuestra Comisión estimó que la ley no establece ningún sistema que permita determinar en qué provincia se encuentra la respectiva concesión, ni qué procedimiento se emplearía para el caso que ésta abarcara más de una provincia.


Asimismo, consideró que bien pudiera ocurrir que en una Región la provincia más rica sea, precisamente, aquella en la que se encuentran las concesiones que dan origen a las patentes de amparo, caso en el cual resultaría beneficiada, en desmedro de las provincias más pobres.


El Honorable Senador señor Pérez pidió dejar constancia de que votaría en contra de la indicación, pese a estar de acuerdo con el fondo de ella, por estimar que sólo señala una intención sin obligar a nada.


Vuestra Comisión creyó preferible dejar entregada a la correspondiente autoridad regional la distribución de los fondos que reciba la respectiva Región y, en consecuencia, por unanimidad, rechazó la indicación en comento.


Asimismo, el Honorable Senador señor Romero formuló otra indicación (Nº 5) para eliminar, en la letra b), la frase “a pedido de aquéllas,”.


Vuestra Comisión, por unanimidad, aprobó esta indicación.


Su Excelencia el señor Presidente de la República formuló indicación (Nº 6) para sustituir el inciso final, por el siguiente:


“La Ley de Presupuestos de cada año incluirá en los presupuestos de los Gobiernos Regionales que corresponda, las cantidades a que se refiere la letra a) de este artículo. El Servicio de Tesorería pondrá a disposición de las Municipalidades los recursos a que se refiere la letra b), dentro del mes subsiguiente al de su recaudación.”.


Vuestra Comisión, estimando que la indicación mejora la mecánica del proyecto y aclara su aplicación, por unanimidad, aprobó esta indicación.


Artículo transitorio.

Establece que la ley tendrá aplicación a contar de 1.992.


Los Honorables Senadores señora Frei y señor Núñez formularon indicación (Nº 7), para suprimirlo.


La Honorable Senadora señora Frei expresó que el Honorable Senador señor Núñez y ella habían sido informados de que los fondos respectivos ya habían sido asignados en el Presupuesto de este año, razón por la cual retiraron la indicación.

- - -


En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Minería tiene el honor de recomendaros que prestéis vuestra aprobación al proyecto aprobado en general, con las siguientes modificaciones:


Artículo único.

a) Agregar, en el primer párrafo, una coma (,) después de las expresiones “concesiones mineras”;


b) Intercalar, también en el primer párrafo, entre las palabras “Código de Minería,” y “se distribuirá”, lo siguiente: “que no constituyen tributos,”;


c) Eliminar, en la primera frase de la letra b) las palabras “a pedido de aquéllas,”, y


d) Sustituir el inciso final, por el siguiente:


“La Ley de Presupuestos de cada año incluirá en los presupuestos de los Gobiernos Regionales que corresponda, las cantidades a que se refiere la letra a) de este artículo. El Servicio de Tesorería pondrá a disposición de las Municipalidades los recursos a que se refiere la letra b), dentro del mes subsiguiente al de su recaudación.”.

- - -

Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:


PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Una cantidad igual al producto de las patentes de amparo de las concesiones mineras, a que se refieren los Párrafos 1º y 2º del Título X del Código de Minería, que no constituyen tributos, se distribuirá entre las regiones y comunas del país en la forma que a continuación de indica:


a) 70% de dicha cantidad se incorporará a la cuota del Fondo Nacional de Desarrollo Regional que anualmente le corresponda, en el Presupuesto Nacional, a la Región donde tenga su oficio el Conservador de Minas en cuyos Registros estén inscritas el acta de mensura o la sentencia constitutiva de las concesiones mineras que den origen a las patentes respectivas, y


b) El 30% restante corresponderá a las Municipalidades de las Comunas en que están ubicadas las concesiones mineras, para ser invertido en obras de desarrollo de la Comuna correspondiente. En el caso de que una concesión de exploración o una concesión de explotación se encuentre ubicada en territorio de dos o más Comunas, las respectivas Municipalidades deberán determinar, entre ellas, la proporción en que habrán de percibir la suma igual a la patente correspondiente a la concesión de exploración o a la concesión de explotación de que se trate, dividiendo su monto a prorrata de la superficie que sea abarcada por una u otra concesión, en cada Comuna. Si no hubiere acuerdo entre las aludidas Municipalidades respecto de la citada proporción, el Servicio Nacional de Geología y Minería determinará qué superficie de las correspondientes concesiones queda comprendida en cada Comuna.


La Ley de Presupuestos de cada año incluirá en los presupuestos de los Gobiernos Regionales que corresponda, las cantidades a que se refiere la letra a) de este artículo. El Servicio de Tesorería pondrá a disposición de las Municipalidades los recursos a que se refiere la letra b), dentro del mes subsiguiente al de su recaudación.


Artículo transitorio.- Lo dispuesto en el artículo único de esta ley se aplicará a contar del 1º de Enero de 1.993.”.

- - -


Acordado por unanimidad, en sesión de fecha 13 de Mayo en curso, con asistencia de los Honorables Senadores señoras Carmen Frei Ruiz-Tagle (Presidente) y Laura Soto González, y señores Arturo Alessandri Besa (Presidente accidental) e Ignacio Pérez Walker.


Sala de la Comisión, a 15 de Mayo de 1.992.


CARLOS HOFFMANN CONTRERAS


                      Secretario
